AG/RES. 2349 (XXXVII-O/07) 

EL AGUA, LA SALUD Y LOS DERECHOS HUMANOS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, 

celebrada el 5 de junio de 2007)

LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO PRESENTE las obligaciones de los Estados Parte de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención sobre los Derechos del Niño con respecto a los derechos humanos y el agua;  

TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN la realización progresiva de los derechos a los que se refieren los artículos 10 y 11 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, en la que los Estados Parte reconocen el derecho de toda persona a la salud y el derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos básicos; 
TENIENDO PRESENTE ADEMÁS las obligaciones de los Estados Parte del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales con respecto a la realización progresiva de los derechos que reconocen el párrafo 1 del artículo 11 y el párrafo 1 del artículo 12 respectivamente, de que toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado para sí y su familia y al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental; 

TENIENDO EN CUENTA la Observación General Nº 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de las Naciones Unidas, “El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales)” (HRI/GEN/1/Rev.7, página 117 (2002)), que considera la relación entre los derechos humanos y el agua como un recurso natural limitado y bien público fundamental para la vida y la salud, indispensable para vivir dignamente;  

REAFIRMANDO el compromiso de los Estados Miembros de alcanzar los objetivos acordados internacionalmente sobre la gestión integrada de los recursos hídricos (GIRH) y el acceso al agua potable y saneamiento básico, incluyendo aquellos acordados en el Programa 21, la Declaración del Milenio y el Plan de Aplicación de las Decisiones de la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible; 

REITERANDO el compromiso de los Estados Miembros con las decisiones adoptadas en el  décimo tercer período de sesiones de la Comisión de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible (CDS 13), en abril de 2005, sobre las acciones de política y medidas prácticas para facilitar la implementación de los compromisos en materia de agua, saneamiento y asentamientos humanos;  
TOMANDO NOTA del Cuarto Foro Mundial del Agua, celebrado en la ciudad de México, México, del 16 al 22 de marzo de 2006;

TOMANDO NOTA TAMBIÉN del informe del Programa Conjunto de Monitoreo para el Abastecimiento de Agua y Saneamiento (2006) de la Organización Mundial de la Salud y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, el cual indica que 50 millones de personas en América Latina y el Caribe no tienen acceso a una fuente de agua potable y 125 millones carecen de acceso a servicios adecuados de saneamiento;

TOMANDO NOTA ADEMÁS de la decisión de la 13ª Sesión de la Comisión de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible, la cual subraya, entre otros:

(a)
Que será preciso aumentar considerablemente los recursos de todas las fuentes, incluidos los recursos internos, la asistencia oficial para el desarrollo y otros recursos, para que los países en desarrollo puedan alcanzar las metas y los objetivos de desarrollo convenidos internacionalmente, incluidos los enunciados en la Declaración del Milenio y en el Plan de Aplicación de las Decisiones de la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible (Plan de Aplicación de las Decisiones de Johannesburgo), y

(b)
Que incumbe a los gobiernos la función primordial de promover un mayor acceso al agua potable, a los servicios básicos de saneamiento, a sistemas seguros y sostenibles de tenencia de la tierra y a una vivienda adecuada, mediante una mejor gobernabilidad en todos los niveles y el establecimiento de entornos y marcos reglamentarios apropiados y facilitadotes, adoptando un enfoque que sea favorable a los pobres y permitiendo la participación activa de todos los interesados;

RESALTANDO la importancia de la participación, según proceda, de otros actores relevantes, incluyendo la sociedad civil y otros actores sociales, como las mujeres, los jóvenes y los pueblos indígenas, en la planificación y gestión de los servicios de agua y en los procesos de adopción de decisiones;

TENIENDO PRESENTE la celebración de la sesión extraordinaria del Consejo Permanente sobre “Oportunidades de cooperación para el desarrollo de marcos legales e institucionales ante los desafíos ambiéntales en la región” llevada a cabo el 23 de febrero de 2007; 

RECONOCIENDO que cada Estado tiene la responsabilidad de formular políticas que fomenten y ayuden al desarrollo de capacidades y la cooperación en todos los niveles para reducir la vulnerabilidad asociada al riesgo de sufrir desastres naturales, incluyendo los desastres relacionados con el agua, así como recordando que cada Estado también tiene la responsabilidad de adoptar medidas eficaces para proteger a su población, infraestructura y otros bienes nacionales del impacto de los desastres naturales, incluyendo la implementación y seguimiento del Marco de Acción de Hyogo para 2005-2015: Aumento de la resiliencia de las naciones y las comunidades ante los desastres;

REITERANDO la importancia de la cooperación internacional a nivel regional y subregional y las alianzas para apoyar estos esfuerzos nacionales;

RECONOCIENDO que el manejo de los recursos hídricos debería tener en cuenta la importancia vital de los ecosistemas de humedales y destacando en este sentido los compromisos asumidos en la Convención relativa a los Humedales de Importancia Internacional especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas (Convención de Ramsar sobre los Humedales); 

RECONOCIENDO TAMBIÉN que el acceso al agua potable debe ser proporcionado de conformidad con los principios de no discriminación, igualdad, justicia, solidaridad, equidad y sostenibilidad; y  

TOMANDO NOTA del Principio 2 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, el cual establece que “de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y los principios del derecho internacional, los Estados tienen el derecho soberano de aprovechar sus propios recursos según sus propias políticas ambientales y de desarrollo, y la responsabilidad de velar porque las actividades realizadas dentro de su jurisdicción o bajo su control no causen daños al medio ambiente de otros Estados o de zonas que estén fuera de los límites de la jurisdicción nacional”,

RESUELVE:

1. Reconocer y destacar que el agua es esencial para la vida y la salud de todos los seres humanos y que el acceso al agua potable y la higiene básica es indispensable para poder vivir una vida con dignidad humana. 
2. Reafirmar el derecho soberano de todo Estado a establecer normas y reglamentos sobre el uso del agua y los servicios de agua en su territorio.

3. Destacar que el agua es un recurso natural, finito y vulnerable, dotado de valor económico  y que además  cumple una función ambiental, social, económica y cultural; y que se debe propender a buscar que todos los sectores de la población tengan acceso al agua potable y a los servicios de saneamiento.

4. Reconocer y respetar el uso ancestral del agua por parte de las comunidades urbanas, rurales y pueblos indígenas, en el marco de sus usos y costumbres sobre el uso del agua, de conformidad con las respectivas legislaciones nacionales, subrayando también la importancia de este recurso como fuente de energía.
5. Instar a los Estados Miembros a que formulen políticas públicas que contemplen la participación de la sociedad civil en la gestión de los recursos hídricos y en la planificación de alternativas para mejorar sus servicios de agua potable y saneamiento, en el marco del estado de derecho, teniendo presente,  entre otros, las necesidades de las comunidades urbanas, rurales y pueblos indígenas facilitando para tal efecto el acceso a los conocimientos especializados y a la información sobre la gestión integrada de los recursos hídricos de manera, democrática, transparente y equitativa.

6. Promover acciones que aborden los efectos de la variabilidad y cambio climático en los recursos hídricos, el suministro de agua potable y el saneamiento, con especial énfasis en la prevención de los riesgos asociados con la gestión del medio ambiente, así como la degradación de las cuencas hidrográficas y los humedales. 

7. Continuar promoviendo directamente, o por conducto de las organizaciones internacionales competentes, mecanismos que contribuyan al mejoramiento de la cantidad y calidad del agua y a la conservación y uso sostenible de los recursos hídricos transfronterizos, así como a la conservación y uso sostenible de los humedales, de conformidad con el marco jurídico interno y el derecho internacional aplicables. 

8. Encomendar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) que establezca un Grupo de Trabajo con el fin de preparar una reunión especial y continuar actuando para implementar estrategias y formular planes hemisféricos de acción que mejoren el acceso al agua potable y el saneamiento básico, de conformidad con las disposiciones de esta resolución, la Declaración del Milenio y el Plan de Aplicación de las Decisiones de la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible.

9. Solicitar al CIDI que presente el informe correspondiente a la Asamblea General en su trigésimo octavo período ordinario de sesiones. 

